Radicación: 66001-31-87-002-2020-00004-01

Accionante: Luisa María Nieto Castaño

Accionado: Registraduría Nacional del Estado Civil 

Decisión: Confirma 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / CORRECCIÓN DE REGISTRO CIVIL DE NACIMIENTO / INEXISTENCIA DE HECHO VULNERADOR / LA REGISTRADURÍA NO INCURRIÓ EN EL ERROR QUE SE LE IMPUTA / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ.
… la accionante considera quebrantados sus derechos fundamentales por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, quien según ella diligenció de manera equivocada el registro civil de nacimiento de su hijo…, y ahora le indica que debe asumir un pago para proceder con la corrección de la misma. 

Frente a la queja de la impugnante la Sala considera que no es necesario efectuar un estudio muy profundo para concluir y asegurar de manera anticipada que la decisión adoptada por el Juzgado de primer nivel estuvo ajustada a derecho al no acceder a la solicitud de amparo promovida por ella, toda vez que en sentir de este Juez Colegiado, muy a pesar de lo sostenido por la parte accionante, no hay prueba de ninguna conducta que por acción u omisión sea atribuible las entidades que fueron involucradas en este asunto.  

Para justificar lo dicho arriba, debe mencionarse que… los hechos narrados en la tutela se construyeron sobre hipótesis que no son verdaderas, dado que la accionante afirmó que el Registrador, allá en el año 2002, cometió un error por no consignar su número de documento en el Registro Civil de Nacimiento de su hijo, cosa que ha incidido de manera negativa para realizar algunos trámites con dicho documento público. A pesar de ello, debemos tener en consideración que ese tipo de registros, aun cuando no se cuente con el documento de identidad del padre o madre, no adolece de invalidez, dado que si bien es ideal contar con dicha información, esta no es de obligatorio cumplimiento…
Ahora bien, llama la atención que la accionante refiera a estas alturas que un supuesto error en el registro civil de su hijo le esté causando problemas, pero solo se percate de dicha situación 17 años después de la inscripción del mismo, cosa que desvirtúa a todas luces el principio de inmediatez que rige la acción que tutela…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora LUISA MARÍA NIETO CASTAÑO, en contra de la sentencia de tutela proferida por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, mediante la cual resolvió negar la solicitud de amparo constitucional promovida por la recurrente en contra de la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL.   
ANTECEDENTES:
Acudió al mecanismo de amparo tutelar la señora Luisa María Nieto Castaño, quien refirió en su queja que el Funcionario de la Registraduría Nacional del Estado Civil con sede en Dosquebradas, quien expidió el registro de nacimiento de su hijo Kevin Durley Zapata Nieto cometió el error de no consignar en ese documento el número de su cédula de ciudadanía, lo que ha repercutido el hecho de no haber podido acceder a subsidios del Estado, dado que se le exige la presentación del documento con todos los requisitos. 

En consecuencia, pidió que se le ordene a la aludida Oficina que asuma los gastos notariales para corregir el documento, dado que ella no cuenta con recursos suficientes para ello. 
TRÁMITE PROCESAL:
1. Admisión: 

El Despacho de primer nivel avocó el conocimiento de la actuación mediante auto del 9 de enero de 2020, en el cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Registraduría Nacional del Estado Civil, a los Registradores Especiales del Estado Civil en Pereira y el Registrador del Estado Civil de Dosquebradas.
2. Intervenciones: 

En el devenir de la actuación se recibió contestación del Jefe de la Oficina Jurídica de la Registraduría Nacional del Estado Civil, quien indicó que los señalamientos de la accionante no son ciertos, pues no hubo error en la elaboración del registro de nacimiento de su hijo, sino que el mismo data del 21 de noviembre de 2002, fecha para la cual la accionante aún era menor de edad, por lo que no era posible hacer una anotación del número de identificación de la madre, cuando el mismo ni siquiera existía. 
Explicó que acorde con lo establecido en el artículo 91 del Decreto 1260 de 1970, la accionante debe corregir la información faltante a través de la constitución de una escritura pública. 
3. Sentencia: 

Una vez analizado el contenido de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 22 de enero de 2020 negar la protección reclamada, al concluir que los derechos fundamentales reclamados por la accionante en ningún momento fueron vulnerados por la Registraduría. 
4. Impugnación: 

Inconforme con la decisión, la señora Luisa María suscribió al lado de su firma su deseo de impugnarla.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si le asiste razón al Juez A Quo al afirmar que las entidades demandadas no vulneraron los derechos reclamados por la señora Luisa María Nieto Castaño, o si por el contrario hay lugar a revocar esa decisión para en su lugar acceder a las pretensiones planteadas en el libelo petitorio. 

3. Solución: 

La Constitución Nacional consagró la acción de tutela en su artículo 86, como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los Jueces en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

En el sub examine, la accionante considera quebrantados sus derechos fundamentales por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, quien según ella diligenció de manera equivocada el registro civil de nacimiento de su hijo Kevin Darley Zapata Nieto, y ahora le indica que debe asumir un pago para proceder con la corrección de la misma. 
Frente a la queja de la impugnante la Sala considera que no es necesario efectuar un estudio muy profundo para concluir y asegurar de manera anticipada que la decisión adoptada por el Juzgado de primer nivel estuvo ajustada a derecho al no acceder a la solicitud de amparo promovida por ella, toda vez que en sentir de este Juez Colegiado, muy a pesar de lo sostenido por la parte accionante, no hay prueba de ninguna conducta que por acción u omisión sea atribuible las entidades que fueron involucradas en este asunto.  

Para justificar lo dicho arriba, debe mencionarse que en sentir de esta Colegiatura los hechos narrados en la tutela se construyeron sobre hipótesis que no son verdaderas, dado que la accionante afirmó que el Registrador, allá en el año 2002, cometió un error por no consignar su número de documento en el Registro Civil de Nacimiento de su hijo, cosa que ha incidido de manera negativa para realizar algunos trámites con dicho documento público. A pesar de ello, debemos tener en consideración que ese tipo de registros, aun cuando no se cuente con el documento de identidad del padre o madre, no adolece de invalidez, dado que si bien es ideal contar con dicha información, esta no es de obligatorio cumplimiento; en estos términos está consignado en el artículo 52 del Decreto 1260 de 1970:     

“Artículo 52.- La inscripción del nacimiento se descompondrá en dos secciones: una genérica y otra específica. En aquella se consignarán solamente el nombre del inscrito, su sexo, el municipio y la fecha de su nacimiento, la oficina donde se inscribió y los números del folio y general de la oficina central. 

En la sección específica se consignarán, además, la hora y el lugar del nacimiento, el nombre de la madre; el nombre del padre; en lo posible la identidad de una y otro, su profesión u oficio, su nacionalidad, su estado civil y el código de sus registros de nacimiento y matrimonio; el nombre del profesional que certificó el nacimiento y el número de su licencia…”

De igual manera, la norma es clara en indicar que para proceder con la corrección o modificación de dichos registros, cuando no verse sobre errores mecanográficos, ortográficos y aquellos que se establezcan con la comparación del documento antecedente o con la sola lectura del folio, es necesario levantar escritura pública contentiva de aquello que se pretenda modificar o ajustar a la realidad: 
“Art. 91.- Modificado, art. 4, D. 999 de 1988: Una vez realizada la inscripción del estado civil, el funcionario encargado del registro, a solicitud escrita del interesado, corregirá los errores mecanográficos, ortográficos y aquellos que se establezcan con la comparación del documento antecedente o con la sola lectura del folio, mediante la apertura de uno nuevo donde se consignarán los datos correctos. Los folios llevarán notas de recíproca referencia.

Los errores en la inscripción, diferentes a los señalados en el inciso anterior, se corregirán por escritura pública en la que expresará el otorgante las razones de la corrección y protocolizará los documentos que la fundamenten. Una vez autorizada la escritura, se procederá a la sustitución del folio correspondiente. En el nuevo se consignarán los datos correctos y en los dos se colocarán notas de recíproca referencia.

Las correcciones a que se refiere el presente artículo se efectuarán con el fin de ajustar la inscripción a la realidad y no para alterar el estado civil".
En ese orden de ideas, las exigencias de la Registraduría Nacional del Estado Civil para hacer una modificación en el registro civil del joven Kevin, hijo de la accionante no resultan desproporcionadas o arbitrarias, pues es evidente que las mismas no obedecen a su voluntad o capricho, sino que se ajustan a las exigencias de ley para dicho fin. Además, la acción de tutela no funge como un escenario subsidiario para reclamar los beneficios que ante la instancia administrativa respectiva no se han procurado, pues no puede considerarse esta especial acción como un mecanismo alternativo de los contemplados originalmente para esos fines.  

Ahora bien, llama la atención que la accionante refiera a estas alturas que un supuesto error en el registro civil de su hijo le esté causando problemas, pero solo se percate de dicha situación 17 años después de la inscripción del mismo, cosa que desvirtúa a todas luces el principio de inmediatez que rige la acción que tutela, porque si la señora Luisa María en realidad hubiera tenido dicho afán desde años atrás, hubiera realizado en su momento las acciones pertinentes para darle solución a su problema, que valga decirse, no es producto de un error atribuible a la entidad accionada. 
Bajo tales circunstancias, es evidente que este Juez constitucional no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente ha generado la encartada a los derechos fundamentales de la accionante. En ese orden de ideas, se hace palmario que lo que busca la accionante es saltarse el debido proceso para este tipo de asuntos, y pretender que en el expedito escenario de la acción de tutela se pasen por alto los requisitos consagrados por la ley para acceder a lo pedido. Desde esa perspectiva, la acción resulta improcedente, como así lo ha sostenido el Órgano de Cierre en esta materia: 

“En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003 o la T-883 de 2008, al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela instaurada por la señora LUIS MARÍA NIETO CASTAÑO en contra de la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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